








6.6 Valoración de las consecuencias de la violencia sexual: costes 
económicos
Como hemos visto a lo largo del capítulo, las consecuencias de la violencia contra la infancia constituyen 
un gran impacto en la vida de las personas y en la sociedad, tanto en el presente como en su futuro.
Condiciona, además, el desarrollo de capacidades de las personas, que nunca podremos calcular.

Entre las consecuencias que son susceptibles de medición, por falta de datos adecuados, muchas de ellas no se 
han podido valorar, y en otras hemos tenido que realizar estimaciones a partir de los datos existentes.

Sin embargo, la mayor parte de la violencia no se reporta, no se denuncia, es la violencia silenciada, en la que 
más de 90.000 niños y niñas sufren las mismas consecuencias, pero para la que no se ponen en marcha los me-
canismos de actuación y, por lo tanto, continúa…

Con toda la consideración de las limitaciones que hemos mencionado, el análisis alcanza un coste económico 
de 979.303.885 euros por año.

979 millones por año le cuesta a la sociedad la violencia sexual contra la infancia 

Es mucho, y sin embargo es la cifra mínima, porque: 

• Solo es el coste de la violencia sexual, no de toda la violencia contra la infancia

• Solo es el coste de lo que tenemos datos, no tenemos datos sobre algunas de las consecuencias

• Solo es el coste de lo que es medible

FIGURA 2: Resumen del coste del abuso sexual a niñas, niños y adolescente s

de la violencia sexual a menores de edad en España 
El coste anual 

979 
millones

3.919
casos
denunciados

97.415
casos estimados

totales
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Resumen del coste del abuso sexual a NNA, casos denunciados y prevalencia

  3919 NNA Prevalencia (14,5 %)

Costes sanitarios 

Servicios sanitarios directos derivados del protocolo, del 
daño y enfermedades provocadas (atención primaria, 
especializada, urgencias, hospitalización, gastos 
farmacéuticos) producidas por el abuso.

                                 25.822.687 € 
No aplica porque son NNA que 

no han denunciado

Atención psicológica/gasto farmacéutico  No valorado   No valorado 

Costes indirectos como: enfermedades crónicas, 
internaciones y otras enfermedades a largo plazo

823.905.839 €

Costes indirectos sanitarios como: internamientos 
psiquiátricos, servicios de atención psicológica, 
desintoxicación, adicciones

No valorado   No valorado 

Costes Educativos 

Repetición de curso académico                                     4.114.950 € 

Costes directos como: necesidades educativas especiales, 
absentismo escolar, bajo rendimiento, fracaso escolar, 
movilidad escolar

 No valorado  No valorado

Costes indirectos como: dificultades de incorporación al 
mercado laboral, perdida de productividad, menor salario, 
perdida permanente de capacidad laboral, etc.

 No valorado  No valorado

Costes judiciales 

Costes directos como: fuerzas de seguridad, servicios 
legales, servicios forenses 

No valorado  No aplica

Procedimientos judiciales                                       2.237.232 €  No aplica

Servicios penitenciarios                                     67.611.460 €  No aplica

Costes indirectos como: delincuencia juvenil, servicios 
penitenciarios, fuerzas de seguridad.

No valorado  No valorado

Costes sociales 

Costes directos como: servicios de protección al menor de 
edad, servicios sociales, alojamiento temporal

No valorado  No valorado

Centros de acogida                                   44.204.015 € No aplica

Familias de acogida                                   11.407.701 € No aplica

Costes indirectos como: desempleo juvenil, sistema de 
pensiones, apoyo a mujeres embarazadas por violencia 
sexual, reinserción social

No valorado  No valorado

 TOTAL COSTES VALORADOS                                155.398.045 € 823.905.839 €

979.303.885 €
Fuente: Elaboración propia26 

26 Se indica ”no aplica” para aquellos costes que no han ocurrido, al no haber habido denuncia o proceso judicial. Se indica ”no valorado” para aquellos costes sobre los 
que no se cuenta con datos adecuados para su correcta valoración.
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Recopilación y tratamiento de datos sobre 
violencia contra la infancia

Ningún país puede medir su avance en la eliminación de la violencia contra los NNA sin tener 
datos fiables. En consecuencia, deben desarrollarse sistemas nacionales de recopilación de datos 
sobre violencia contra la infancia (Informe Mundial, 2006)

Recomendación general del Informe Mundial de 2006 sobre violencia contra la infancia
•	 Recomiendo que los Estados mejoren sus sistemas de recolección de datos e información a fin de 

detectar subgrupos vulnerables, proveer información para formular políticas y elaborar programas 

a todos los niveles y hacer un seguimiento de los progresos hacia el logro del objetivo de prevenir la 

violencia contra los NNA. 

•	 Los Estados deberían utilizar indicadores nacionales basados en normas internacionalmente 

acordadas y garantizar que se compilen, analicen y difundan los datos a fin de comprobar los progre-

sos a largo plazo. 

•	 Se deberían crear y mantener registros sobre nacimientos, defunciones y matrimonios con plena 

cobertura nacional allí donde no existan. 

•	 Los Estados también deberían crear y mantener datos sobre los NNA sin cuidados parentales y NNA 

en el sistema de justicia penal. Los datos deberían desglosarse por sexo, edad, medio urbano o rural, 

características de los hogares y familiares, educación y etnia. 

•	 Los Estados también deberían elaborar un programa nacional de investigaciones sobre la violencia 

contra los NNA en los entornos en que se produce esa violencia, inclusive mediante entrevistas con 

niños y padres, prestando atención especial a los grupos vulnerables de NNA 

Dado que una de las problemáticas que más ha afectado al buen desarrollo de este informe es aquella relacio-
nada con la recogida de datos de calidad que puedan aproximarnos a la cuantificación real de la violencia sexual 
contra la infancia en España, a continuación, proporcionamos una serie de pautas para ajustar nuestro marco 
normativo, institucional y práctico a los estándares internacionales:

•	Establecimiento de indicadores comunes conforme a los estándares internacionales. la LOPJM (Ley Orgánica 
de Protección Jurídica del Menor) ha acogido un concepto de violencia de acuerdo con el artículo 19 de la 
CDN, pero lo hace como principio rector de la actuación de las administraciones públicas. Es necesario un 
marco legal que responda a una idea común de violencia contra la infancia, al alcance y que sea aplica-
ble en todo el territorio nacional. Los aspectos conceptuales responden a investigaciones y avances incluso 
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internacionales, de modo que se debería adoptar en el marco normativo la debida adecuación a esos con-
ceptos comunes de manera que los avances pudieran compararse con fiabilidad.

•	Colaboración y corresponsabilidad de la recogida y publicación de 
datos. Las administraciones competentes para adoptar medidas de 
protección de NNA frente a la violencia deberían contar con datos 
desagregados de los casos que tramitan sobre la base de los indica-
dores a los que se hace referencia en el apartado anterior. Como reg-
la general, las comunidades autónomas recopilarán los que se refie-
ren a situación de desamparo o guarda administrativa, mientras que 
las administraciones locales, en las que se encuentran los servicios 
sociales, deben ocuparse de registrar todos los casos que les lleguen 
dentro del concepto de prevención general y de situación de riesgo.

•	Exigibilidad de remisión de los datos conforme a los indicadores acor-
dados. No se trata solo de que cada administración competente para 
la adopción de las distintas medidas recopile y procese sus datos, sino 
que, precisamente porque se trata de un “sistema” de protección, se 
articulen mecanismos de transmisión de esos datos con fines estadísticos, de elaboración de presupuestos públi-
cos o de diseño de políticas públicas. Para ello, las administraciones locales deberían comunicar sus datos a las 
comunidades autónomas en las que se integran y éstas, a su vez, trasladar tanto los de aquellas como los que 
ellas recaben en el marco de su competencia, al Estado, quien no solo lo aplicará con los fines indicados, sino 
que, además, podrá cumplir con el mandato impuesto en la Convención de informar cada cinco años al Comité 
de los datos sobre violencia contra la infancia. 

¿Quién debe ser responsable de la recopilación de los datos sobre violencia?
Todos los sujetos, especialmente los que tienen responsabilidades públicas, juegan un papel también en la 
recopilación, transmisión y publicación de los datos sobre violencia contra la infancia:

•	El Estado elabora las estadísticas oficiales y proporciona los datos a las instancias internacionales (princi-
palmente el Comité de Derechos del Niño). Es responsable de elaborar los presupuestos y la planificación 
estratégica nacional en materia de infancia por lo que estos datos son imprescindibles para desarrollar una 
estrategia adecuada.

•	Las comunidades autónomas deben contar con datos sobre violencia extraídos a partir de las medidas de 
protección que adoptan en su ámbito territorial (desamparo, guardia voluntaria).

•	Las administraciones locales, a través de los servicios sociales comunitarios (prevención general) o especi-
alizados (situación de riesgo) deben igualmente recopilar datos y enviarlos a las demás administraciones a 
efectos de registro y seguimiento de los casos.

¿Cómo debe hacerse la recopilación de datos?
La recopilación debe hacerse conforme a las pautas y directrices acordadas internacionalmente y según estándares 
científicamente contrastados y previamente consensuados entre las administraciones responsables de la protección.

Hay que garantizar que los Estados parte, los organismos y organizaciones nacionales y locales y las 
entidades de la sociedad civil colaboren activamente entre sí para establecer normas, indicadores, 
instrumentos y sistemas de vigilancia, medición y evaluación, y los utilicen para cumplir sus obliga-
ciones y compromisos de proteger a las niñas, niños y adolescentes contra la violencia (OG 13).

“Es preciso que se 
articulen mecanismos 

de transmisión de 
datos con fines 
estadísticos, de 
elaboración de 

presupuestos y de 
diseño de políticas 

públicas”

33



Hacen falta definiciones jurídicas operacionales claras de las distintas formas de violencia menciona-
das en el artículo 19. Esas definiciones deben tener en cuenta las orientaciones dadas en la presente 
observación general, ser suficientemente claras para que puedan utilizarse y ser aplicables en dife-
rentes sociedades y culturas. Deben alentarse los intentos de unificar las definiciones a nivel interna-
cional (para facilitar la recopilación de datos y el intercambio de experiencias entre países) (OG 13).

A nivel internacional el Informe Mundial sobre Violencia contra NNA27 de 2006 identifica y desarrolla factores de 
riesgo de padecer violencia en los ámbitos identificados. En base a las evidencias recogidas por P.S. Pinheiro en este 
informe, un ejemplo para tener en cuenta en el registro de datos sería el presentado en la siguiente tabla:

CUADRO 10. Factores que contribuyen a la violencia

FACTORES QUE CONTRIBUYEN A LA VIOLENCIA 
(INFORME MUNDIAL 2006)

EN LA FAMILIA

Relacionados con el niño o la niña
Edad
Sexo

Otras características (discapacidad, no deseados, prematuros, etc.)

Relacionados con la familia

Características de los progenitores y condición socioeconómica
Estrés y aislamiento social

Pérdida o separación de los progenitores
Exposición a la violencia de pareja en el hogar

Factores sociales y culturales

Marcos jurídicos débiles
Autoritarismo

Disciplina laxa o inconsistente
Actitudes patriarcales

Pertenencia a minorías étnicas o grupos indígenas

Factores protectores dentro del hogar

Mayores niveles de cuidado paterno durante la niñez
Relaciones con pares sanos

Relación cálida y de apoyo con un progenitor
Comunidades socialmente cohesionadas

EN LOS ENTORNOS 
EDUCATIVOS

Factores de riesgo

Desempeño académico deficiente
Absentismo frecuente

Dejar la escuela temprano
Tiempo libre no estructurado

Factores de protección

Fomento de la resiliencia
Creación de grupos de pares con fuertes lazos

Aumento de la capacidad de resolución de conflictos
Fomento del pensamiento crítico

EN LA COMUNIDAD

Factores individuales y familiares

INDIVIDUALES
Constitución biológica

Historia personal del niño o la niña, y de sus familiares
DE RELACIÓN

Cómo interactúa el niño/la niña con sus progenitores y/o hermanos/as

FACTORES SITUACIONALES

Armas de fuego
Alcohol

Entorno físico
Pandilla

Situaciones de disturbios o conflictos

FACTORES SOCIALES
La urbanización

La pobreza, la desigualdad y la exclusión social
Fuente: elaboración propia

27 Informe del experto independiente para el estudio de la violencia contra los niños y niñas, de las Naciones Unidas, Paulo Sérgio Pinheiro, presentado con arreglo a la 
resolución 60/231 de la Asamblea General.
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¿Cómo deben tratarse los datos entre las distintas administraciones?
Los datos obtenidos sobre las situaciones de violencia que afectan a NNA deben ser compartidos con el resto 
de las administraciones de modo que cada uno pueda desempeñar mejor sus funciones estadísticas, presu-
puestarias y elaborar con más eficacia políticas públicas que realmente respondan a la problemática real. Es 
imprescindible, por tanto, mejorar los canales de colaboración entre administraciones para suministrar datos.

A nivel estatal la Ley Orgánica de Protección Jurídica del Menor (LOPJM) ha incluido en su reforma de 2015 
(art. 22) que las comunidades autónomas y la Administración General del Estado establecerán un sistema de infor-
mación compartido sobre la situación de la protección a la infancia y adolescencia y de ofrecimientos para el aco-
gimiento y la adopción en España. Este sistema debe incluir datos desagregados por género y discapacidad, tanto 
a efectos de seguimiento de las medidas concretas de protección de menores de edad como a efectos estadísticos 
y que a estos mismos efectos se desarrollará el Registro Unificado de Maltrato Infantil (RUMI).

Recomendaciones

Esta sección pretende ofrecer un análisis de algunas de las deficiencias que existen y se han apreciado desde el 
estudio de la práctica dentro del sistema actual, así como ofrecer recomendaciones concretas para la mejora del 
sistema de recopilación y tratamiento de datos y de protección de la infancia.

Formación

La capacitación es un componente esencial para la creación de un sistema efectivo de protección y de 
información de la violencia infantil en todas las comunidades autónomas. Uno de los factores que la inves-
tigación ha identificado como determinante del éxito en los sistemas de información es el compromiso por parte 
de los organismos competentes de ofrecer formación para el personal encargado de la protección y de la genera-
ción de informes en todos los niveles y sectores de una comunidad autónoma. Este es un elemento ausente en la 
mayoría de las comunidades autónomas visitadas28, en las que no existe oferta formativa específica en la materia.

Sobre la base de nuestras observaciones en diferentes comunidades autónomas hay una serie de pasos prác-
ticos que son esenciales para crear una cultura y una práctica para un buen sistema de datos, y para ayudar a 
combatir las consecuencias de la rotación de personal, que tiene un efecto importante en la capacidad de las 
comunidades para tener un sistema efectivo:

•	Compromiso del Ministerio para apoyar la oferta de formación especializada y continua en diferentes cam-
pos (protección infantil, regulación, elaboración de indicadores, etc.) y en el uso de sistemas de información, 
tales como el RUMI en todos los niveles profesionales dentro de una comunidad autónoma.

•	Diseño y puesta a disposición de una aplicación informática para impartir formación continua en este ámbito.
•	Creación de espacios entre comunidades autónomas para compartir las buenas prácticas sobre la pro-

tección de NNA y la presentación de informes sobre violencia contra la infancia.
•	Mayor contacto y coordinación entre las administraciones locales, autonómicas y estatales.
•	Apoyo desde la comunidad autónoma para la formación del personal que se encuentra en provincias y 

municipios a fin de evaluar continuamente las necesidades de los trabajadores del sistema de protección 
infantil, especialmente de los servicios sociales.

28 El trabajo de campo consistió en diversas entrevistas semiestructuradas con responsables del Registro Unificado de Maltrato Infantil (RUMI) en distintas comunidades 
autónomas: Murcia, Madrid, Galicia y Castilla La Mancha. Realizándose dichas entrevistas entre los meses de marzo y abril de 2017. El criterio para la selección de dichas 
comunidades autónomas fue las diferencias de calidad en el reporte de notificaciones sobre maltrato infantil.
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•	Capacitación a los formadores para crear una sostenibilidad del curso a largo plazo y continuamente en las 
comunidades autónomas.

•	Entrenamientos a todos los niveles de profesionales del Gobierno, tanto regional como local y de todos los 
sectores implicados (educación, sanidad, cuerpos de seguridad del Estado, etc.)

Publicación y disponibilidad de material de capacitación 

Nuestras visitas de campo demuestran que la disponibilidad online de recursos para la capacitación varía 
considerablemente entre las distintas comunidades. Así, por ejemplo, Murcia y Cataluña ofrecen amplia 
información general sobre la protección de los NNA que se adapta a sectores específicos presentado gráfica-
mente para un uso fácil y accesible, en forma impresa y formato digital. 

Murcia cuenta con manuales, por sector, en los que están incluidos todos los pasos para un sistema de infor-
mación y datos efectivo y el Gobierno catalán publica mensualmente un boletín con la relación de medidas 
adoptadas por la Consejería, incluyendo noticias e información sobre violencia contra NNA.

Por el contrario, otras comunidades autónomas cuentan con manuales de formación e información muy limitados.

Publicación de Memorias y Presupuestos

Para cumplir con la Observación General 19 del Comité de los Derechos del Niño, las comunidades autónomas 
deben desarrollar una mejor práctica para estandarizar y publicar una memoria detallada de las activi-
dades y presupuestos relativos a la protección de los NNA. En alguna comunidad autónoma de las que se 
visitó la Memoria de gastos y actividades no se encuentra disponible y la información pública en relación con 
las asignaciones financieras y de presupuestos a la protección de la infancia es escasa, y solo después de enviar 
varios correos electrónicos, ciertas comunidades autónomas nos proporcionaron información relativa a gastos 
y programas. Esta práctica crea una falta de transparencia y de rendición de cuentas, y no queda claro si al final 
los programas están adecuadamente fundados y responden a los datos existentes sobre violencia.

El Gobierno central debería asignar recursos y capacitación para la elaboración y publicación de presupuestos 
conforme a la Observación General 19, de modo que las comunidades autónomas proporcionen una mayor 
transparencia en la elaboración de presupuestos.

Centralización de informes en RUMI u otros registros de medidas de protección 

Las comunidades autónomas deberían evaluar la manera de simplificar los procesos para que la información 
vaya directamente al departamento de la administración autonómica encargado de la gestión del RUMI. 
En la mayoría de los casos la información tiene que pasar por varios pasos antes de llegar al RUMI, por lo que, 
finalmente, según las personas consultadas, el traspaso de información no refleja bien el número de casos reales 
afectados por situaciones de violencia.

En Murcia, la presentación de informes en RUMI realizados en los municipios se genera directamente desde la 
persona de referencia (es decir, médica/o, maestra/o u otro) con el encargado del RUMI. En algunas comuni-
dades autónomas visitadas, la hoja de informes para RUMI debía pasar por múltiples niveles orgánicos antes 
de entrar finalmente en el sistema, a menudo dependiendo de trabajadores no capacitados o sobrecargados 
para la introducción de esta información. El resultado es a menudo un pobre nivel de notificación, así como una 
información incompleta.
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Además, es preciso crear una cultura de la información RUMI, siendo clave que los encargados de dichos da-
tos entiendan su valor, uso e importancia para el funcionamiento de la protección de los menores de edad. En 
algunas comunidades autónomas visitadas, las y los trabajadores no conocían con claridad el uso de RUMI, de 
modo que se producía una desincentivación de su uso, que conducía a una menor utilización de la herramienta.

Basándonos en nuestra investigación, a continuación, proponemos una serie de mejoras con el objetivo de avanzar 
hacia un sistema de registro que refleje de manera más fiable la realidad de la violencia contras NNA:

•	Eludir los filtros intermedios para crear un proceso más simplificado de traspaso de información.
•	Crear una cultura de notificación informando a las y los trabajadores públicos no solo de la necesidad de su 

uso, sino de su papel integral en relación con la protección de NNA.
•	Aumentar la implicación del Ministerio para apoyar los programas de formación y llevar a cabo evaluaciones 

de aprendizaje y de corrección de deficiencias en el uso de los sistemas de reporting.
•	Unificar el RUMI con otros sistemas de informes para centralizar el almacenamiento de datos e información. 

Por ejemplo, en el Estado de Nueva York, el equivalente al RUMI también puede recibir llamadas de ciuda-
danos que, a menudo, constituyen el punto de partida para las investigaciones sobre el maltrato o abuso 
sexual infantil, por lo que, no es simplemente una base de datos.

Utilización de datos del RUMI

La información que arroja el RUMI, según entrevistas mantenidas a lo largo de esta investigación con distin-
tos actores, raramente es compartida con las y los responsables de formulación de políticas o presupues-
tos. Consideramos que es un grave error, pues la formulación de estas debe asentarse en información fidedigna 
con el fin de formular políticas que sean eficientes, adecuadas y efectivas en la lucha por la protección de NNA.

Para lograr este objetivo, proponemos a las distintas administraciones públicas, una serie de consideraciones:

•	Hacer que los datos proporcionados por el RUMI (o registro de datos sobre violencia) sean una parte central 
en el presupuesto y formulación de políticas.

•	Alcanzar un compromiso por parte del Ministerio para ayudar a compartir conocimientos, buenas prácticas 
y el uso de los datos del RUMI (o similar) en las comunidades autónomas orientadas a la formulación de 
políticas.

•	Realizar capacitaciones para el personal de la administración estatal que no gestiona directamente el RUMI 
(o registro de datos sobre violencia) acerca del valor de este y su posible contribución a la generación de 
políticas eficientes.

•	Proponer y elaborar categorías para el desarrollo de datos relacionados con poblaciones específicas y gru-
pos vulnerables para crear una base que sea de utilidad para el diseño de las políticas de protección.

Formularios de Informes del RUMI

Debido a que cada comunidad autónoma tiene sus propias hojas de notificación e información, la complejidad 
y la participación varían considerablemente. En algunos casos, las hojas de informes simplemente solicitan al o 
la responsable que identifique si hubo algún tipo de maltrato o no, mientras que, en otros casos, se les pide que 
califiquen el nivel de violencia según unos estándares de gravedad. Debido a la complejidad variable y la falta 
de estandarización, existía la preocupación planteada por los y las que trabajan en el RUMI (o del registro de 
datos sobre violencia) y en el sistema de protección de los NNA, de que algunos trabajadores están dejando de 
cumplimentar adecuadamente los informes como consecuencia de la complejidad requerida para completar un 
formulario de esta naturaleza y la responsabilidad de los individuos para evaluar el nivel de gravedad de los 
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malos tratos. El Ministerio debe trabajar con las comunidades autónomas para desarrollar una hoja de notifi-
cación estandarizada y fácil de usar que puede ser utilizada por las y los trabajadores en los diferentes 
niveles de protección de los NNA y se emplee de modo uniforme en todas las comunidades autónomas.

En el Estado de Nueva York, por ejemplo, se señala que no se requiere 
que la persona que notifica haga determinaciones en cuanto a la gra-
vedad de la lesión, ni se requiere especificar mayor cantidad de detalles 
sobre el tipo de lesión. Además, la hoja de informes incluye una defini-
ción clara de maltrato y explica claramente los próximos pasos que la 
persona debe seguir para cumplir con los procedimientos de denuncia. 
La simplificación y la provisión de información son la clave.

Las comunidades autónomas podrían utilizar los formularios de infor-
mación como referencia para hacer modificaciones y simplificar los trá-
mites y mejorar la claridad de la presentación de informes.

Marco institucional: Conferencia Sectorial sobre Infancia y Adolescencia 

La Conferencia Sectorial es un órgano de cooperación, de composición multilateral y ámbito secto-
rial determinado formado por la Administración del Estado y Comunidades Autónomas regulado 
en los artículos 140 y ss. Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. Por 
esta composición (no es un órgano del Estado ni tampoco de las CC. AA., sino un tertium genus) 
y las funciones que la ley le asigna, pueden ser una solución para la necesaria coordinación de la 
recopilación de datos en las administraciones públicas españolas:

a.	 Recibir información sobre las actuaciones normativas en la materia

b.	 Intercambiar información

c.	 Establecer mecanismos de intercambio de información, especialmente de contenido estadístico

d.	 Fijar los criterios que sirvan de base para la distribución territorial de los créditos presupuestarios

“Es preciso crear 
una cultura de la 

información RUMI, 
siendo clave que los 

encargados de dichos 
datos entiendan 

su valor, uso e 
importancia para el 
funcionamiento de 
la protección de los 

menores de edad”
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La violencia contra niñas, niños y adolescentes constituye una vulneración de sus derechos fundamentales con 
consecuencias que transcienden al individuo y su entorno. 

España cuenta con numerosa legislación para hacer efectiva la protección a NNA y ha ratificado los distintos 
marcos internacionales que velan por los derechos de este colectivo. Este informe con sus limitaciones nos 
muestra que el derecho a la protección frente a la violencia no acaba de ser efectivo. 3.919 niños y niñas denun-
ciaron situaciones de violencia sexual en 2015, un 4 % de las estimaciones de los estudios.

Muchas son las consecuencias que la violencia supone en el bienestar de NNA, como también lo son 
las repercusiones económicas y sociales para el Estado. Con los datos recogidos y estimando de forma 
prudente, el coste es de más de 979 millones anuales. Además, no contamos con datos de lo que se invierte en 
prevención de la violencia, sensibilización, educación.

Sin cuantificación, no hay conocimiento, y se reduce la posibilidad de actuación. Niñas, niños y adoles-
centes víctimas de violencia quedan sin ser atendidos. No se sabe qué tipo de actuaciones son necesarias. No se 
puede presupuestar, ni evaluar el impacto y la efectividad.

El objetivo de este informe ha sido aproximarnos al coste económico que supone la violencia contra 
NNA, tarea que ha resultado harto compleja por la carencia de datos oficiales y la imposibilidad de ha-
cer un cómputo de todos los costes.

Por eso, enfáticamente recomendamos:

Asegurar un sistema eficaz de detección e información sobre violencia contra la infancia, 
para lo que será imprescindible : 

•	Generar definiciones y conceptualizaciones sobre violencia claras y consensuadas.

•	Elaborar indicadores sobre violencia infantil.

•	Incorporar el análisis de la infancia en las estadísticas sociales y en los análisis de costes.

•	Ampliar la recogida de información, desagregando por edad, sexo, situación familiar, entorno, etc. 

Conclusiones y 
recomendaciones
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•	Establecer una metodología de registro homogénea, con delimitación de responsabilidades de los distin-
tos actores intervinientes y formación adecuada.

•	Revisar el diseño del sistema para que la información recogida no solo permita la intervención, sino también 
sea útil para la presupuestación y para la investigación.

•	Identificar claramente las partidas presupuestarias que se destinan a la infancia, especialmente  
aquellas destinadas a la prevención de la violencia a la atención de víctimas.

Hacer efectiva la coordinación y armonización de las distintas administraciones para una 
recogida de datos acertada, acorde a los estándares internacionales, que permita conocer la 
dimensión de la violencia sexual contra NNA: 

•	Armonización de indicadores entre las distintas administraciones involucradas en la protección de la in-
fancia, con el objetivo de poder cruzar datos y tener un mayor y mejor conocimiento de la dimensión de la 
violencia infantil.

•	Fortalecimiento de las capacidades de los y las profesionales de los distintos sectores para un mejor re-
porte de datos.

•	Integrar la información de las distintas administraciones para generar un sistema de datos eficiente que 
evite solapamientos y lagunas.

•	Abordar metodologías estadísticas que generen información que permita profundizar en la investigación.

Lucha contra la violencia en la infancia

Si bien consideramos imprescindible trabajar en la mejora del sistema de detección y registro, debemos impul-
sar una intervención en otros ámbitos claves para abordar la lucha contra la violencia.

La existencia de medios específicos para la denuncia de situaciones de peligro para la infancia es ya un hecho, 
sin embargo, queda reflejado en el bajo número de denuncias el desconocimiento de estos por parte de gran 
parte de la sociedad.

Un sistema eficiente e integrado, pero con una baja notificación y denuncia de la violencia, no conducirá a la 
protección de la infancia.

Si lográramos que todos los casos se denuncien, pero no contamos con un sistema apropiado, probablemente se 
produciría un efecto de revictimización y una alta desconfianza hacia la capacidad de protección del sistema.

Por eso, para abordar la lucha contra la violencia contra la infancia es necesario una mayor inversión 
en prevención, detección y notificación de la violencia sexual infantil que podríamos concretar en:

•	Potenciación del conocimiento de los derechos de la infancia, especialmente del derecho a la pro-
tección y a la participación.

•	Impulso a la sensibilización social sobre esta problemática y la responsabilidad de la sociedad en general 
de velar por la protección de la infancia.

•	Establecimiento de programas integrales de desarrollo de la primera infancia de calidad que ayuden a estable-
cer relaciones positivas entre padres/madres e hijos/hijas y a reducir las prácticas más rígidas de crianza.

•	Promoción de la educación afectiva y sexual en los centros escolares dentro del currículo oficial. La educación 
afectivo-sexual ha de trascender al simple conocimiento de la sexología anatomo-fisiológica. Ha de entenderse 
como el desarrollo de una serie de actitudes y habilidades que preparan, a la vez que protegen a la infancia.
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•	Formación de los niños y niñas como agentes activos de su pro-
pia protección y la de sus iguales, desde las edades más tempra-
nas, tanto en el ámbito escolar, como fuera de él.

•	Mejora de los protocolos y programas específicos para abordar 
en los centros escolares la prevención, detección y actuación ante 
cualquier caso de violencia.

•	Formación inicial y continua para el profesorado. Reconocimi-
ento del lugar privilegiado que ocupa el profesorado para sensibi-
lizar, prevenir, detectar y notificar posibles casos de violencia contra 
la infancia. En consecuencia, es preciso que estos profesionales re-
ciban, como parte de su formación, herramientas que les permitan 
ser agentes de protección de la infancia, tanto en la prevención 
como en la detección.

•	Inclusión en los currículos universitarios de los derechos huma-
nos y especialmente de la violencia contra la infancia.

•	Promoción de la protección ante el ciberacoso sexual a través de capacitaciones a NNA y familias sobre 
los peligros de la red (formación, sensibilización, etc.). El auge de los delitos de ciberacoso y grooming hace 
patente el desconocimiento generalizado que la sociedad, en general, y la infancia, en particular, tiene sobre 
el modo de relacionarse en el mundo online.

•	Formación obligatoria a profesionales en contacto con infancia (clubs deportivos, ocio y tiempo libre, 
sector sanitario, fuerzas de seguridad, ámbito judicial, etc.) en derechos de infancia y para la prevención, 
detección y notificación de la violencia sexual infantil.

•	Desarrollo de campañas, dirigidas a NNA y adultos, con el objetivo de dar a conocer los medios dispo-
nibles para la notificación y denuncia si se encuentran en una situación de violencia. 

•	Fortalecimiento de las organizaciones de la sociedad civil en barrios y comunidades para que sean 
agentes de protección, ejerzan una función social de sensibilización, prevención, detección y notificación de 
violencia sexual hacia la infancia.

•	Articular el trabajo conjunto entre entidades, centros educativos, y servicios sociales para una mejora en la 
promoción y ejercicio de los derechos de los niños y niñas.

•	Apoyo y medios para iniciativas de investigación social de esta problemática, buscando profundizar en la reali-
dad. Contar en dichos procesos con las personas que han sufrido violencia, y con la perspectiva de los niños y niñas.

•	Asegurar la especial protección de los grupos más vulnerables: niños y niñas con discapacidad, menores 
de edad privados del cuidado parental, menores de edad extranjeros no acompañados, colectivo LGTBI.

Las recomendaciones anteriormente expuestas se deben articular a través de una Ley de Protección Integral frente 
a la Violencia contra la Infancia y Adolescencia29. Dicha ley debe acompañarse de la consiguiente estrategia, 
contando, además, con una adecuada dotación presupuestaria, que permita su implementación efectiva y total.

“Si no actuamos la violencia continúa”

29 A la fecha de cierre de este estudio, el Gobierno está trabajando en la elaboración del anteproyecto de ley.

“ la educación 
afectivo-sexual ha 

de entenderse como 
el desarrollo de una 

serie de actitudes 
y habilidades que 
preparan, a la vez 
que protegen a la 

infancia”
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